






El	 crecimiento	de	 la	 actividad	e	 intervención	estatal,	 la	 ampliación	de	 las	 formas	de	
responsabilidad	 del	 Estado,	 la	 progresiva	 admisión	 de	 medidas	 positivas	 respecto	 a	 los	
derechos	económicos,	sociales	y	culturales1,	etcétera,	son	algunas	de	las	causas	que	explican	
ese	sustancial	incremento	de	los	procesos	judiciales	contra	el	Estado.








Los	 abogados	del	Estado	podrán,	usualmente,	 conjeturar	 la	 sentencia	que	 recaerá	 en	
los	pleitos	que	intervienen.	Las	variaciones	posibles	en	la	extensión	resultan	acotadas	por	la	
jurisprudencia,	y	podrían	ser	objeto	de	negociación.	
El	 incremento	 significativo	 en	 el	 número	 de	 los	 procesos	 judiciales,	 parece	mostrar	














Desde	 tal	 óptica	 sería	 incomprensible	 la	 decisión	de	 aceptar	 o	prolongar	 un	proceso	







del	pleito	por	utilización	de	 todos	 los	medios	de	 impugnación	disponibles,	oposición	a	 la	
ejecución,	etcétera)	para	la	satisfacción	de	otras	pretensiones.	
Existen	motivos	 distintos	 a	 la	 pretensión	 procesal	 alegada	 que	 llevan	 al	 funcionario	
administrativo	 a	 “ganar	 tiempo”,	 postergando	 el	 cumplimiento	 hasta	 la	 ejecución	 de	 la	
sentencia	judicial.	Motivos	políticos,	administrativos,	financieros,	etcétera.	
Así	 puede	 denegarse	 la	 petición	 legítima	 y	 razonable	 para	 evitar	 el	 precedente	
administrativo,	 al	 suponer	 que	 se	 producirán	 de	 inmediato	 otras	 peticiones	 análogas;	
para	 darle	 a	 los	 fondos	 un	 destino	 distinto	 al	 que	 requiere	 el	 cumplimiento;	 para	 evitar	
consecuencias	políticas	disvaliosas	difiriendo	el	cumplimiento	de	la	sentencia	para	que	recaiga	
sobre	el	próximo	gobierno;	por	la	inercia	derivada	en	la	falta	de	gestión,	o	la	inexistencia	
de	 funcionarios	 con	 capacidad	 de	 decisión	 que	 posibiliten	 instancias	 de	 negociación;	 por	





En	 el	Derecho	Procesal	 se	 propugna	 una	 visión	 formal	 de	 las	 partes	 de	 un	 proceso,	
que	 asimila	 la	 actuación	 del	 particular	 con	 la	 que	 corresponde	 al	 Estado.	 Tal	 vez	 por	 la	
falta	 de	 estudios	 procesales	 sobre	 los	 procedimientos	 especiales,	 como	 el	 contencioso	
administrativo.	















Los	 caracteres	 de	 presunción	 de	 legitimidad	y	 ejecutoriedad	del	 acto	 administrativo,	
le	 permiten	 al	 Estado	 gozar	 durante	 el	 proceso	 judicial	 de	 una	 situación	 de	 desigualdad	
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Entre	 los	 principios	 del	 procedimiento	 administrativo	 nos	 interesa	 destacar	 el	 de	
juridicidad	y	el	de	verdad	jurídica	objetiva.	








moderado	 porque	 el	 administrado	 es	 un	 colaborador	 de	 la	 administración	 pública,	 y	 el	
reconocimiento	jurídico	de	su	actuación,	aun	mal	encauzada,	revierte	en	beneficio	del	bien	
común.
7.	 En	 nuestras	 prácticas	 procesales	 la	 representación	 legal	 del	 Estado	 se	 considera	
autorizada y	legitimada para	ejercer	la	defensa en juicio,	sin	más	limitaciones	que	las	que	
tendría	un	particular.	
Como	parte	demandada	en	un	proceso	 judicial,	 se	opondrá	a	 la	pretensión	del	actor.	









Por	 el	 contrario,	 se	 reconoce	 que	 la	 actuación	 del	 Estado	 como	 parte	 acusadora	 en	
el	 proceso	 penal	 –en	 consonancia	 con	 el	 sentido	 de	 las	 garantías	 constitucionales–	 debe	
ajustarse	a	la	verdad,	actuar	con	objetividad,	y	le	está	prohibido	ocultar	pruebas.	
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resocializadora	de	la	pena,	etc.	El	resguardo	frente	a	“lo	demás”	lleva	a	la	organización	de	los	
servicios	de	salud,	empleo,	educación,	seguridad	social,	etc.12	
La	administración	pública	tiene	a	su	cargo	la	satisfacción	directa	e	inmediata	del	bien	
común,	no	sólo	absteniéndose	de	afectar	las	libertades	individuales,	sino	a	través	de	medidas	
positivas	que	protejan	al	individuo	permitiéndole	personalizarse.
La	actuación	como	parte	demandada	en	un	proceso	 judicial	no	 la	exime	de	procurar	
esos	fines,	en	la	medida	de	sus	posibilidades	de	actuación,	ni	transfiere	a	la	jurisdicción	la	
responsabilidad	excluyente	en	la	gestión	del	bien	común	implicado	en	el	caso.	
Menos	aún	puede	obstaculizar	con	la	falsa	negativa,	la	reticencia	o	la	mentira,	el	cauce	
de	actuación	jurisdiccional	del	derecho.
11.	Estas	breves	reflexiones	nos	llevan	a	pensar	que,	en	tanto	el	proceso	judicial	importa	
una	pérdida	de	oportunidades	–especialmente	cuando	están	en	juego	repartos	vitales	para	el	
administrado–,	debe	ser	considerado	como	una	alternativa	extrema	para	 la	administración	
pública.
El	Estado	sólo	debe	optar	por	esa	alternativa	para	resistir	una	pretensión	que	considera	
indebida,	previo	expresar	motivadamente	la	voluntad	en	el	ámbito	administrativo,	ejerciendo	
la	defensa	procesal	limitada	a	esa	autorización,	y	dentro	del	marco	de	actuación	regido	por	
los	principios	de	juridicidad	y	verdad	material.	
Debe	limitar	la	controversia	a	los	puntos	de	conflicto	real,	reconociendo	los	hechos	y	el	
derecho	invocados	por	el	particular,	cuando	verdaderos,	absteniéndose	de	toda	falsa	negativa,	
reticencia	–incluido	el	silencio–	o	falsedad.
12	 CIURO	CALDANI,	op.	cit.,	pág.	90.
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